[nformacion Legislativa (%)
A cargo de PEDRO DE ELIZALDE Y AYMERICH

I. DERECHO CIVIL

1. Parte General

1. INTERDICCION CIVIL. Se suprimen las menciones que diversas leyes
hacen a la misma.
Ley 6/1984, de 31 de marzo («B. O. E.» del 3 de abril).

A) Exposicién.

Para suprimir las referencias a la interdiccién civil que se contienen en di.
versas partes del ordenamiento, se modifican las siguientes disposiciones:

— Cédigo Civil: arts. 681, 853, 1.700 y 1.732.
— Cédigo de Comercio: art. 13.

— Ley de Enjuiciamiento Criminal: art. 995.
— Ley de Sociedades Andnimas: art. 82.

— Ley Hipotecaria: art. 2, nim. 4.

B) Observaciones:

La reforma urgente y parcial del Cédigo Penal llevada a cabo por la Ley
Organica 8/1983, de 25 de junio, dejé sin contenido el articulo 43 regulador
de la pena de interdiccién civil, La presente Ley adecda las normas que mo-
difica a la supresién de dicha pena y culmina su desaparicién del ordenamien-
to espafiol, como se preveia en la disposicién transitoria 3. de la Ley 13/
1983, de 24 de octubre, que reformé el régimen de la tutela.

2. CATALUNA. Se aprueba la Compilacién del Derecho Civil de Catalufia.
Ley de la Generalidad de Cataluiia de 20 de marzo de 1984 («B. O. E.» del
4 de mayo).

(*) Se refiere a las disposiciones publicadas en el «B.O.E.» durante el
segundo trimestre de 1984.
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A) Exposicién.

La presente Ley constituye la primera actuacién de una Comunidad Auté-
noma en ejercicio de las competencias legislativas en materia civil que les
permite el articulo 149, p. 1, nam. 8, de la Constitucién.

Dos operaciones normativas se realizan:

1= La adopcién e integracién en el ordenamiento cataldn del texto de la
compilacién del Derecho Civil Especial de Catalufia, aprobada por la Ley 40/
1960, de 21 de julio, y

2* La modificacién de buena parte de sus preceptos, con el fin primor-
dial de ejustarlos a los principios constitucionales.

El examen de la Ley puede sistematizarse, pues, distinguiendo sus dispo-
siciones en tres grupos:

1. Normas sobre aplicacién del Derecho civil de Cataluifia.

2. Modificaciones requeridas por los principios constitucionales, y
3. Otras modificaciones del texto anterior de la Compilacién.
1.

Normas sobre aplicacién del Derecho Civil de Catalufia:

La Compilacién catalana de 1960 se integra en el ordenamiento autonémi-
co, con las modificaciones introducidas por esta Ley, entre ellas la del ar-
ticulo 1 del antiguo texto, que pasa a disponer la preferente aplicacién del
Derecho Civil de Cataluifia frente al Cédigo Civil «y a las restantes disposicio-
nes de igual aplicaciéon general».

Las normas contenidas en la Compilacién sustituyen a las anteriores nor-
mas de Derecho Civil de Catalufia, sin perjuicio de las competencias de la
Generalidad para su conservacién, modificacién y desarrollo.

La doctrina jurisprudencial del Tribunal de Casacién de Catalufia forma
parte de la tradicién juridica catalana y podra invocarse como doctrina legal
en los recursos de casacién.

Finalmente, se dictan dos preceptos para regular las relaciones con el
Derecho Civil Comiin:

1° Las remisiones de la Compilacién al articulado del Cédigo Civil se
entienden hechas a los textos actuales de éste; es decir, que, para Cataluiia,
se produce una congelacién del contenido actual de dichos articulos.

2° Sin perjuicio de la preferencia de las normas comunes de directa
aplicacién general, el Cddigo Civil y las leyes civiles estatales regiran suple-
toriamente, en cuanto no se opongan a los principios generales que informan
el ordenamiento juridico catalén.

2. Modificaciones requeridas por los principios constitucionales: Se tra-
ta de reformas precisas para adecuar la Compilacién a los principios de
igualdad de los cényuges durante el matrimonio (arts. 14 y 32.1 de la Cons-
titucién) y de igualdad entre los hijos (art. 39.2.3 de la misma).

Las innovaciones que se introducen en el texto de 1960 suponen, unas
veces, sustituir las menciones a las antiguas clases de filiacién por las ac-
tuales de matrimoniales y no matrimoniales, o bien aludir en general a los
hijos (asi ocurre en la regulacién de las acciones de filiacién, heredamientos,
institucién de heredero, legitimas, pretericién y sustituciones).
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Otras veces se generalizan las instituciones para referirlas tanto a la mu-
jer como al marido o se suprimen de su regulacién aquellos rasgos que po-
drian considerarse discriminatorios para la mujer (afio de luto, dote, ins-
tituciones complementarias, bienes privativos, regimenes conyugales de co-
munidad, cuarta viudal, usufructo vidual, sucesién intestada del impuber).

Algunas regulaciones tipicas del Derecho Cataldn son incompatibles con
la Constituciéon y se suprimen o transforman (desaparece la prohibicién de
intercesién de la mujer casada y se reformula la presuncién muciana).

3. Otras modificaciones: Afectan a la regulacién de los efectos del di-
vorcio, regulado por la legislaciéon comun (eficacia respecto de capitulacio-
nes y otras disposiciones), donaciones entre coényuges y a la sucesién intes-
tada. La Ley reformadora aprovecha también la ocasién para colocar a la
Generalidad en lugar del Estado como ultimo heredero abintestato (art, 248
del nuevo texto).

B) Observaciones:

La reforma de la Compilacién foral catalana resultaba ineludible para
lograr su acomodacién con la Constitucién, pues era incompatible con los
principios establecidos por ésta para regir las relaciones conyugales y fa-
miliares. Asi tuvo ocasién el sefialarlo el Tribunal Constitucional en una de
sus primeras sentencias (Sentencia de 1 junio 1981).

Con este punto de partida, las modificaciones realizadas por esta Ley son,
en general, correctas, limitandose -a retocar el texto de 1960, sin introducir
alteraciones notables. No obstante algiin punto de la nueva regulacién per-
mite todavia descubrir tratos discriminatorios entre los cényuges o de los
hijos segin su filiacién (un ejemplo en los nuevos arts. 170 y siguientes),
que pueden considerarse contrarios a la regla constitucional que impone una
exquisita igualdad en el trato dispensado por la Ley a las personas.

Por otra parte parte, los mecanismos técnicos empleados por ld Genera-
lidad en esta Ley para asumir y regionalizar el texto compilado de 1960 y
para reenviar la regulacién de instituciones a los preceptos vigentes del
Cédigo Civil, aunque sean en cierto modo novedosos, son plenamente admi.-
sibles con arreglo al reparto de competencias permitido por la Constitu-
cién y reflejado en los Estatutos de Autonomia.

La principal objecién que merece la Ley se refiere a la apropiacién por
la Generalidad de la posicién de heredero abintestado que corresponde al
Estado. El precepto que asi lo establece, ademds de producir dificultades
muy notables en su aplicacién, desborda claramente al ambito de competen-
cias de la generalidad sobre el Derecho Civil. En efecto, las competencias
autonémicas sélo pueden extenderse a la conservacién, modificacién y desa-
rrollo de su Derecho foral o especial, y el Derecho cataldn nunca ha co-
nocido un principio que imponga la remisién de las sucesiones intestadas
a una entidad territorial distinta del Estado.

Como sefialé el Tribunal Constitucional en su sentencia de 27 de julio
de 1982, «lo que en este punto hace la Ley catalana es subrogar al Patrimo-
nio de la Generalidad en el lugar del Patrimonio del Estado y para esto,



818 Anuario de Derecho civil

como es evidente, carece la Generalidad de toda competencia», afiadiendo
mds adelante «... sélo el 6rgano que puede decidir en nombre de todo el
Estado y no de una de sus partes puede modificar la actual atribucién».

A pesar de estas consideraciones, la Ley resefiada no ha sido objeto, den-
tro del plazo legal, de impugnacién ante el Tribunal Constitucional, por lo
que sus aparentes vicios de inconstitucionalidad sélo podran ser enjuiciados

si se plantea, con motivo de su aplicacién, una cuestién de este tipo ante
aquel Tribunal.

3. SERVICIO MILITAR. Regulacién general.
Ley 19/1984, de 8 de junio («B. O. E.» del 12).

La presente Ley desarrolla las previsiones del articulo 30 de la Constitu-
cién, configurando el Servicio Militar como prestacién personal fundamental
de los espafioles a la Defensa Nacional, aunque no agota la materia, pues
contiene remisiones a otras disposiciones futuras (por ejemplo, objecién de
conciencia y servicio militar de la mujer).

A efectos del ejercicio de los derechos reconocidos por esta Ley, se recono-
ce plena capacidad de obrar a las personas comprendidas en su ambito de
aplicacién. Afecta esta previsién al alistamiento, que deben solicitar los
espafioles que cumplan diecisiete afios.

Por otra parte, la licencia absoluta sélo se expedird cuando concluya la
situacién de reserva, el dia primero de enero del afio en que se cumplan
los treinta y cuatro de edad.

2, Derecho de obligaciones
4. TRIGO, Se regula su produccién y comercio.
Ley 16/1984, de 4 de mayo («B. O. E.» del 30).

La produccién y comercio interior del trigo se regira por los principios
de libertad de produccion, circulacién y precios, en el marco de la economia
de mercado.

Sin perjuicio de este régimen, las campafias se regularan conforme a la
Ley 26/1968, de 20 de junio, y a través del Fondo de Ordenacién y Regulacién
de Producciones y Precios Agrarios.

Esta Ley viene, pues, a suprimir la regulacién vigente, contenida princi-
palmente en el Decretoley de Ordenacién triguera, de 23 de agosto de
1937, que someti6é la produccién y el mercado del trigo a una completa inter-
vencién administrativa. Desaparecen asi las figuras especiales de autoriza-
cién de cultivos y contratos forzosos que dicha norma establecia, aunque
subsiste una intervencién administrativa de fines garantizadores.

El comercio exterior del trigo se mantiene en régimen de comercio de
Estado, gestionado por el Servicio Nacional de Productos Agrarios y, por
tanto, no es liberalizado.

5. Derechos reales

5. AGUAS. Régimen de aguas subterraneas en la provincia de Almeria.
Ley 15/1984, de 24 de mayo («B. O. E.» del 26).
La presente Ley prorroga la aplicacién de las medidas extraordinarias



Informacion Legislativa 819

adoptadas para el aprovechamiento de los recursos hidraulicos escasos a con-
secuencia de la sequia, pero, ademas, introduce un régimen especial para las
aguas subterrdneas en el Campo de Dalias, provincia de Almeria,

La regulacién es temporal, hasta el 31 de diciembre de 1984, y supone la
exigencia de autorizacién administrativa para la ejecuciéon de obras de
alumbramiento y captacién de aguas subterraneas, modificacién de las exis-
tentes o ampliacién de las mismas. Las infracciones a este régimen seran
sancionadas con arreglo a la Ley 6/1983, de 29 de junio, procediéndose, ademas,
a la demolicién de las obras e instalaciones ilegales.

4. Derecho de familia

6. HIJOS NO MATRIMONIALES. Convenio niim. 6 de la Comisién In.
ternacional del Estado Civil, relativo a la determinacién de su filiacién ma-
terna (Bruselas, 12 de septiembre de 1962).

Instrumento de Adhesién de 27 de enero de 1984 («B. O. E.» del 17 de
abril).

A) Exposicién.

1. Designacién registral: Se producird la determinacién de la filiacién
cuando la madre sea designada en la inscripcién de nacimiento del hijo no
matrimonial. Esta filiacién podra ser impugnada.

2. Declaracién de reconocimiento: Podra hacerla la madre ante la Auto-
ridad competente de cada uno de los Estados contratantes cuando no sea
designada en la inscripcién de nacimiento o la declaracién venga exigida
por la Ley de un Estado no contratante.

3. Entrada en vigor a la fecha del depésito del Instrumento de ratifi
cacién en el Consejo Federal Suizo, permaneciendo en vigor sin limites de
plazo.

Para Espafia comenzé su vigencia el dia 16 de marzo de 1984 .

B) Observaciones:

Este convenio no discrepa del régimen vigente segin el Coédigo Civil es-
pafiol (arts. 120 y siguientes, redactados por la Ley de 13 de mayo de 1981).
Sin embargo, pone nuevamente de manifiesto la necesidad de modificar
la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, para acomodarla al nuevo
régimen sustantivo.

II. DERECHO REGISTRAL

7. REGISTROS E INSTRUMENTOS PUBLICOS. Competencia estatal
para su regulacion.

Resolucién de la Direccién General de los Registros y del Notariado de
9 de abril de 1984 («B. O. E.» del 17).

La celebracién de ciertos «acuerdos» entre Comunidades Auténomas y
Decanos de Colegios Notariales o Delegados del Colegio de Registradores,
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para establecer normas notariales o registrales referentes al urbanismo, sus-
cita la reaccién de la Direccién General que se expresa en esta Resolucién.

Después de afirmar la competencia exclusiva del Estado en materia de
registros e instrumentos publicos, se advierte que la potestad reglamentaria
e interpretativa corresponde en este ambito solo a Organos estatales (Go-
bierno, Ministro de Justicia y la propia Direccién General), pudiendo incu-
rrir en responsabilidad los directivos colegiales que pretendan usurpar es-
tas funciones.

Las afirmaciones sobre el sistema de competencias vigente, hechas en la
Resolucion, no son objetables, pues se fundan directamente en el articulo
149.1, nim. 8, de la Constitucién. No puede reconocerse, sin embargo, igual
acierto al aludir a la potestad interpretativa que, obviamente, no puede en-
tenderse reservada a la Administracién, sin perjuicio de sus facultades
para dictar Circulares o Resoluciones, que surtiran sus efectos internos
propios.

8. REGISTRO DE ENTIDADES RELIGIOSAS. Régimen de su publicidad.
Orden del Ministerio de Justicia de 11 de mayo de 1984 («B. O. E.» del 25).

El Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, regulé el Registro de Entidades
Religiosas, de caracter publico, y se refirié a sus certificaciones, pero sin
contener un desarrollo completo de la publicidad formal del mismo.

Esta Orden, después de proclamar que el Registro es publico, regula con
detalle las certificaciones, como unico medio para llevar a cabo la publi-
cidad. Para dar a conocer el contenido de asientos cancelados por sentencia
judicial firme sera preciso que el peticionario justifique un interés cualificado.

III. DERECHO MERCANTIL

9. CATALUNA. Regulacién de las ferias comerciales.
Ley de 5 de marzo de 1984 («B. O. E.» del 16 de abril).

Se consideran ferias comerciales las manifestaciones de caricter comer-
cial que se realicen periddicamente en Catalufia, que tengan por objeto
exponer muestras de bienes y ofrecer servicios para facilitar el acercamiento
entre la oferta y la demanda y en que se admitan pedidos, pero no se
lleven a cabo ventas directas con retirada de mercancias del ferial durante
el periodo de realizacién. La Generalidad acomete su regulacién con base
en su competencia sobre el comercio interior (art, 12.5 del Estatuto catalén,
no ferias interiores como dice el PreaAmbulo de la Ley), sin perjuicio de la
competencia estatal para legislar sobre ferias internacionales (art. 11, nim. 6,
del Estatuto).

Las ferias se clasifican segin su contenido y ambito territorial de ex-
positores, regulando con detalle la Ley el régimen de la intervencién admi-
nistrativa en su celebracién (autorizacién de organizacién) y las obligaciones
de los organizadores.

Cabe destacar la configuraciéon de las «instituciones feriales»: entidades
con personalidad juridica y sin dnimo de lucro; constituidas, pues, como
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asociaciones, especificamente destinadas a la creacién y organizacién de
ferias comerciales. Se trata de entidades caracteristicas de este ambito, aun-
que su forma de personificacién no revista mas especialidad que su objeto.
Evidentemente, salvo las singularidades apuntadas, su régimen juridico sera
el general de las asociaciones.

V. OTRAS DISPOSICIONES

10. URBANISMO. Se aprueban medidas de disciplina urbanistica en la
Comunidad Auténoma de Madrid.

Ley de la Comunidad de Madrid de 10 de febrero de 1984 («B. O. E.» del
6 de abril).

Para hacer frente a las situaciones de deterioro de la disciplina urbanis-
tica que se advierten en numerosas zonas de la Comunidad madrilefia, esta
Ley establece una serie de medidas interventoras y sancionadoras. No se
establece, sin embargo, un régimen completo de disciplina urbanistica, por
lo que la nueva disposicién debe encuadrarse en la normativa urbanistica
general del Estado,

La nueva Ley, de considersble extension (85 articulos), se refiere a los
siguientes aspectos:

1. Actuaciones de iniciativa privada en suelo urbanizable. Ademas de
reiterar la necesaria aprobacién de las figuras de planeamiento ordinarias,
se define al promotor y se detallan los elementos a reunir para la realiza-
cién de urbanizaciones, asi como las medidas de garantia de su correcta
ejecucion.

2. Actuaciones en suelo no urbanizable. Se introduce el nuevo concepto
de parcelaciones rusticas, que deben aprobarse por Organos de la Comunidad.
Los Notarios y Registradores de la Propiedad no podrdn autorizar o ins-
cribir escrituras de divisién de terrenos sin que se acredite el otorgamiento
de la licencia oportuna.

3. Intervencidn, en la edificacién y uso del suelo, La Ley precisa el régi-
men de otorgamiento de licencias y las medidas sancionadoras de los ac-
tos que se realicen sin ellas o sin ajustarse a lo autorizado. Expresamente
se sujetan a licencia la colocacién de carteles y vallas de propaganda y la
instalacién de casas prefabricadas o similares.

4. Inspeccién urbanistica. Aparte de las normas organizativas del servi-
cio, se establece una presuncién de veracidad de los hechos recogidos en
actas de inspeccién.

5. Infracciones urbanisticas y su sancién. Detalladamente se determinan
las infracciones sancionables y las reglas para imponer las sanciones. El
plazo de prescripcién de las infracciones es de cuatro afios, previéndose los
casos de actividad continuada, en que sélo correrd cuando finalicen los ac-
tos infractores. Si las infracciones afectan a zonas verdes o espacios libres,
no prescribiran.

Esta Ley entr6 en vigor el dia 27 de febrero de 1984 y, como refleja su
Exposicién de Motivos, trata de reaccionar frente a los més utilizados me-
canismos de defraudacién de la legalidad urbanistica en Madrid.
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Dictada la Ley, y como sefiala correctamente su disposicién final primera,

quedan sin aplicacién en la Comunidad de Madrid las disposiciones estata-
les que se opongan a ella,

11. IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FISICAS. Se
determinan los ingresos minimos para que surja obligacién de presentar
declaracién.

Real Decreto-Ley 2/1984, de 28 de marzo («B. O. E.» del 14 de abril).

Los sujetos pasivos o unidad familiar cuyos ingresos sean inferiores a
500.000 pesetas anuales no vendran obligados a presentar declaracién el aifio
1983. Tales ingresos deberan proceder sélo del trabajo y del capital mobilia-
rio, sin computarse los procedentes de la vivienda propia que constituya el
domicilio habitual.

12. NOTARIADO. Normas sobre computacién de la antigiiedad de los Nota-
rios y sobre publicacién de las Notarias vacantes que han de ser provistas por
los Colegios.

Resolucién de la Direccién General de los Registros y del Notariado de
2 de mayo de 1984 («B. O. E.» del 8).

El Tribunal Constitucional, en su sentencia de 22 de julio de 1983 (cuya
doctrina se reafirma en la de 29 de noviembre siguiente) precisé las compe-
tencias que corresponden al Estado y a las Comunidades Auténomas en re-
lacién con el nombramiento y seleccion de los Notarios. Consecuencia del
régimen alli descrito es la necesidad de regular las dos cuestiones objeto
de esta Resolucién, evitando que se produzcan resultados injustos, y ello
de forma inmediata, en tanto se aprueba la proyectada reforma del Regla-
mento Notarial,

Con arreglo a la Resolucién, la fecha en que la Direcciéon General dicta
la resoluciéon del concurso, antes, pues, de los nombramientos, sera la que
se considere como determinante de la antigiiedad y del turno de oposicién
libre de las plazas no cubiertas por falta de solicitantes.

13. PETROLEO. Importacién de productos objeto del Monopolio.
Real Decreto-Ley 7/1984, de 13 de junio («B. O. E.» del 20).

Se abre la posibilidad de que las personas fisicas o juridicas que cum-
plan los requisitos establecidos reglamentariamente importen productos su-
jetos al Monopolio de Petrdleos, con caréicter de entidades delegadas.

Complementario de la regla anterior es el establecimiento de un completo
régimen fiscal para estas operaciones.

La medida introducida constituye el principio del proceso de transforma-
cién del Monopolio de Petrdleos ante la prevista incorporacion espafiola a
la Comunidad Econémica Europea.
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14. NOTARIADO. Se modifican determinados articulos del Reglamento
Notarial.
Real Decreto 1.204/1984, de 8 de junio («B. O. E.» del 25).

Segtn la exposicién de motivos de este Real Decreto, se trata ahora de
llevar a cabo una reforma global del Reglamento Notarial, «cuyas motivacio
nes fundamentales son: introducir las modificaciones convenientes para la
mejor prestacién de la funcién notarial y del servicio publico que entraiia,
actualizar su normativa, recogiendo las exigencias de los cambios legislativos
de los 1ltimos tiempos, desde ]la Constitucién hasta las tltimas reformas del
Cddigo Civil, asi como las ensefianzas de la practica y actualizar toda la ma-
teria referente a la organizacion del Notariado, armonizando las exigencias
del caricter profesional del Notario y, por ende, de la legislacién de Cole-
gios Profesionales con las derivadas de la funcién publica que ejerce y, por
tanto, de las facultades de la Administracién».

Las principales materias que resultan afectadas por la reforma son:

1. Ingreso en el Notariado: Se establece el sistema de oposicién para la
obtencién del titulo de Notario, de convocatoria anual. Obviamente se deta-
llan los requisitos de la oposicién.

El titulo de Notario seri tnico, distinguiéndose del nombramiento para
el desempefio de una Notaria concreta.

Se regulan también, los requisitos y formalidades de la toma de posesién
y cese.

2. Régimen de los despachos u oficinas: Se regulan la posible concurren-
cia de despachos en un solo edificio y la autorizacién especial de las Juntas
Directivas para la instalacién.

3. Provisibn de vacantes: Reciben nueva regulacién las dos formas, de
concurso y traslado y oposicién entre Notarios.

4. Derecho a la eleccién de Notario.

5. Régimen de ciertos instrumentos publicos: Nueva regulacién de cier-
tas disposiciones generales, comparecencia en escrituras publicas, actas, le-
gitimacién para obtener copias y legitimacién de firmas.

6. Organizacién del Notariado: Funciones de la Administracién (Ministe-
rio de Justicia, Direccién General de los Registros y del Notariado) y de
los érganos colegiales (Colegios, Juntas Directivas, Consejo General del No-
tariado, anterior Junta de Decanos). También se regula el régimen disci-
plinario.

15. CANTABRIA. Regulacién del régimen juridico del Gobierno y de
la Administracién de su Diputacién Regional.
Ley de Cantabria de 26 de abril de 1984 («B. O. E.» del 26 de junio).

Esta Ley es de contenido mas amplio que otras, de semejante denomina-
cién, promulgadas por distintas Comunidades Auténomas, pues no se limita
a regular el Estatuto y funciones del Presidente y del Consejo de Gobierno
de la Comunidad, sino que se refiere también a la actuacién administrativa
regional vy al patrimonio comunitario.

De sus disposiciones merecen destacarse las siguientes:

1. El derecho estatal se considera expresamente como supletorio, debien-
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do, para su aplicacién, equipararse los érganos y autoridades (estatales y
regionales) por analogia de sus funciones. Ademas existe buen nimero de
remisiones para la directa aplicacién de la normativa del Estado en materia
de responsabilidad administrativa, contratacién, régimen de los bienes re-
gionales y procedimiento.

2. La publicacién de las disposiciones administrativas se realizarA en
el «Boletin Oficial de Cantabria» y su entrada en vigor se sujetard a lo
dispuesto en el Cédigo Civil.

3. El ejercicio de acciones se atribuye al Consejo de Gobierno y en caso
de urgencia a su presidente.

4. No procedera la accién interdictal contra las actuaciones de la Admi-
nistracién Regional ajustadas al orden de competencias y al procedimiento
establecidos.

5. La Diputacién Regional de Cantabria queda subrogada en la titularidad
de los contratos administrativos y laborales de la Diputacién Provincial y
de los transferidos del Estado.

Estas disposiciones carecen de efectos innovadores, pues simplemente re-
formulan principios constitucionales y del Estatuto de Autonomia, pero acla-
ran su sentido y facilitan su correcta aplicacién.

16. CULTIVOS MARINOS. Ley reguladora.
Ley 23/1984, de 25 de junio («B. O. E.» del 27).

Esta Ley regula los cultivos marinos que se realicen en territorio nacio-
nal, zona maritimo-terrestre, rias, estuarios, lagunas y albuferas en comu-
nicacién permanente o temporal con el mar, mar territorial y zona econémica
exclusiva, tanto en bienes de dominio publico como de propiedad privada.

Sin embargo, a pesar de esta amplitud de objeto, la eficacia de la norma
se encuentra limitada por las competencias atribuidas en esta materia a las
Comunidades Auténomas. La Constitucién ya previé que el marisqueo y la
acuicultura eran materias sobre las que podrian ostentar competencias di-
chas Comunidades, incluso las de segundo grado (v. art. 148, nim. 11), y
los Estatutos de Autonomia les atribuyen la condicién de exclusivas de cada
Comunidad (arts. 10, nim. 10, Estatuto Vasco, 9, ntiim. 17, del Catalan, 27,
nimero 15, del Gallego, 13, num. 18, del Andaluz, 10 h) del Asturiano y 22,
numero 9, del Cantabro, por ejemplo).

En consecuencia, la Ley respeta las potestades autondémicas y se limita
a ser derecho supletorio, como seiiala su disposicién adicional. Debe espe-
rarse, no obstante, que su promulgacién sirva para evitar la proliferacién
de regimenes distintos en cada Comunidad.

La Ley regula con detalle las concesiones o autorizaciones precisas para
la instalacién, explotacién y funcionamiento de establecimientos de cultivos
marinos vy las medidas de control o protecciéon de estas actividades.



